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6.6.3. De las pruebas que obran dentro de la foliatura, no se advierte que la señora Castillo Navia hubiera elevado ante el Juzgado 4º de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad una solicitud tendiente a que le concediera la redención de la pena impuesta  en la que se tuviera en cuenta los días que estuvo incapacitada a raíz del accidente padecido en el centro carcelario momentos en que prestaba sus servicios en el área de lavandería.  Lo anterior, por cuanto el único escrito que la accionante dirigió al mencionado juzgado fue en el que requirió que le expidieran copias de unos documentos, de los que ese Despacho le dio a conocer a la peticionaria que eran de exclusividad del INPEC, según se  desprende de la respuesta ofrecida por el juez ejecutor a la demanda de tutela (Fls. 36-40).  Así las cosas, la accionante cuenta con otro medio judicial para pedir que sea estudiada la posibilidad de que le sea concedida o no la redención de penas por trabajo desarrollado en el centro carcelario.  Igualmente, corresponde al juez de ejecución de penas valorar si la accionante cumple los requisitos legales para que se le reconozca el sustituto de la prisión intramural por domiciliaria u hospitalaria, beneficios que se encuentran consagrados en los artículos 38 y 68 del Código Penal, respectivamente. De tal manera, que se insiste que la accionante deberá acudir a dichos medios ordinarios judiciales y administrativos por ser el escenario idóneo donde se resolverán lo pertinente a los subrogados penales y descuentos punitivos.

(…)

6.6.7. Aparte de lo anterior, el centro de reclusión de mujeres de esta capital junto con el INPEC procedieron a tomar todas las medidas necesarias en aras de generar un especio cómodo para que la accionante pudiera permanecer en mejores condiciones en una celda llamada “sanidad”, lo que se observa en la constancia de la Comandante de Vigilancia, Alicia Dudfay Arizabaleta Ortiz, y de las fotografías tomas a dichas instalaciones (Fls. 120-122).  Así mismo, obra un informe suscrito por la Comandante de Vigilancia aludida, en la que reporta el estado de la alcantarilla en los últimos cinco años, sin que existieran antecedentes por hechos similares al expuesto por la señora Castillo Navia (Fls. 53-55).

Consecuente con lo analizado, esta Colegiatura concluye, tal como lo hizo el juzgado de primer  nivel, que el amparo invocado por la señora Castillo Navia no procede ante la existencia de otros mecanismos judiciales para la salvaguarda de los derechos reclamados y ante la ausencia de afectación a sus garantías constitucionales.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecisiete (17) de agosto de dos mil ocho (2018)
Aprobado por Acta No.0689
Hora: 3:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Nuevamente corresponde resolver la impugnación presentada por la accionante, señora Yazmín Alina Castillo Navia frente al fallo emitido el 10 de julio de 2018 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, luego de que esta Sala mediante auto del 12 de junio anterior, decretara la  nulidad de lo actuado con el fin de que la A quo  vinculara a la Litis a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC y al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017
.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Narró la señora Jazmín Alina Castillo Navia que ingresó al Centro de Reclusión de Mujeres de Pereira el 27 de agosto de 2015, por cuanto fue hallada culpable de la comisión del delito de concierto para delinquir, en donde ha realizado actividades de estudio y trabajo que le han permitido desarrollar un tratamiento penitenciario adecuado, obtener una calificación de desempeño y comportamiento ejemplar.
Indicó que el 10 de enero del presente año le fue asignada por la Junta de Atención y Tratamiento de dicha institución, una actividad para desarrollar labores en la sección de lavandería y cuando se disponía a realizar el aseo, el 22 de febrero siguiente, pisó una tapa de alcantarilla, por lo cual cayó al vacío a una profundidad aproximada de 4 metros, lo que implicó que los miembros del Cuerpo de Bomberos de Dosquebradas fueran a sacarla de allí y remitirla al Hospital Universitario San Jorge de Pereira, en donde fue valorada por los médicos, quienes determinaron que había sufrido fractura del pie derecho, razón por la cual procedieron a su inmovilización. 
Agregó que decidió acudir a este mecanismo de protección constitucional porque en la nómina del mes de febrero de 2018 le liquidaron 22 días, sin tener en cuenta que el accidente que sufrió que fue en desarrollo de las actividades que le fueron asignadas.

Adujo que el 1º de marzo de 2018 solicitó a la USPEC copia de la afiliación a la Administradora de Riesgos Labores, con el fin de obtener lo necesario para su recuperación; sin embargo, no le dieron respuesta, omisión con la que se le vulnera su derecho fundamental a la seguridad social. 
Así mismo, manifestó que las entidades accionadas le están vulnerando sus derechos fundamentales a la dignidad humana, en vista a que no cuenta con una infraestructura adecuada para su recuperación, situación que la ha obligado a acudir a la colaboración de las otras internas para realizar sus actividades básicas. 

2.2. En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i)  reconocer las horas de redención desde el momento en que ocurrió el accidente laboral y mientras dure la incapacidad; ii) gestionar de manera inmediata ante el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la viabilidad que se le conceda la prisión hospitalaria o domiciliaria, en atención a que el Centro de Reclusión no cuenta con los espacios adecuados para su atención diaria, quedando a la merced del cuidado de sus compañera y por cuanto considera que el hacinamiento pone en riesgo nuevamente su vida, frente a una pelea “que son normales” (sic), a un piso mojado, las muletas pueden ser usadas en su contra, sillas de ruedas en mal estado o ante cualquier situación que pueda padecer en ese centro y iii) copia de los documentos de registro del accionante (Fls. 2-5).
2.3. La accionante adjuntó copia de unos derechos de petición (Fls. 6-10).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. DIRECCIÓN REGIONAL VIEJO CALDAS DEL INPEC

Indicó que la actora presentó derecho de petición ante el Ministerio de Justicia y del Derecho, al cual la Dirección de Atención y Tratamiento de la Dirección General del INPEC le dio respuesta mediante oficio No. 2018EE0024421 del 06 de abril de 2018. 

Así mismo, hizo alusión al artículo 36 de la ley 65 de 1993, para indicar que es en la Reclusión de Mujeres de Pereira donde se debe resolver la petición de la actora por parte de la Dirección del dicho centro, la cual debe responder por todo lo que allí ocurra.  Además, la actora no  mencionó haber radicado derecho de petición a la Regional INPEC Viejo Caldas dando a conocer las situaciones enunciadas.   Por lo tanto, solicitó la desvinculación de la presente acción de tutela por carecer de legitimación en la causa por pasiva (Fl.18).
Adjuntó copia del derecho  de petición antes aludido, la respuesta emitida a la accionante y el registro de varias comunicaciones vía correo electrónico con  respecto a la queja presentada por la señora  Castillo Navia (Fls. 19-35).

3.2. JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Indicó que una vez puestos de presente los hechos por la actora, el despacho profirió el auto 851 de marzo 23 hogaño, mediante el cual señaló la improcedencia de su solicitud en cuanto a la expedición de unos documentos, pero en el que se le dio a conocer que se oficiaría al centro de reclusión para que informara la situación de salud de la misma, documento del cual no se ha obtenido respuesta alguna. 

Expuso que los aspectos administrativos que reclama la actora son de resorte exclusivo del INPEC, sin que se afecten de manera alguna la ejecución de la pena que vigila esa instancia, sin que obre solicitud en ese sentido por parte de la misma o del establecimiento carcelario, recordando para eso que la procedencia de dicha medida obedece a la valoración que efectúe el médico adscrito al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (Fl. 36).
Adjuntó copia de la petición de la accionante y de   los oficios proferidos con el fin de absolver sus inquietudes (Fls. 37-40).
3.3. RECLUSIÓN DE MUJERES INPEC PEREIRA
3.3.1. La Directora encargada mencionó mediante el oficio 8300-DIRAT-2018E024421 del 6 de abril de 2018 emanado de la Dirección de Atención y Tratamiento del INPEC, se le dio respuesta a la accionante en el entendido de explicarle que según el oficio 620-RMPEI-CVIG-024 del 26 de marzo de 2018, la Comandante de Vigilancia de ese establecimiento informó que la tapa de alcantarilla donde sucedieron los hechos, ha estado en buen estado durante un período de 5 años y que no hay antecedentes parecidos. 
Hizo alusión a lo dispuesto en la Resolución 3595 de 2016 en su artículo 3º para concluir que el área de Sanidad de ese centro le ha brindado a la accionante los tratamientos, desplazamientos y medicamentos que ha requerido.   Así mismo, manifestó que para que acceder a la prisión domiciliaria u hospitalaria, se requiere una valoración del Instituto de Medicina Legal previa solicitud del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad a cargo de vigilar la pena de la condenada (Fls. 41-42).
Adjuntó la documentación a la que hizo referencia frente al accidente sufrido por la actora y de los servicios médicos que le prestaron (Fls. 43-58).
3.3.2.  Posteriormente, la Directora de la RM de Pereira expuso que la entidad ha realizado las actuaciones correspondientes ante la Fiduprevisora  y demás entidades a las que ha correspondido dirigirse para garantizar el derecho a la salud de la señora Castillo Navia YazmínAlina.  Al respecto, relacionó todas las diligencias que llevó a cabo el área de sanidad  del establecimiento frente a la atención que ha requerido la accionante.  Así mismo, puso de presente que la actora está ubicada en el primer piso de patio “A” donde tiene su cama, 2 baños, lavamanos, ducha y pese a que la celda es para 6 internas, allí solo hay 5.
Precisó que si bien el INPEC tiene la obligación de las gestiones administrativas como velar por el bienestar del personal interno, el presupuesto para la atención en salud, infraestructura, alimentación y demás bienes y servicios esta en cabeza de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios-USPEC. 

Señaló que con respecto al reconocimiento de las horas de redención desde el momento del accidente ocupacional y mientras dure la incapacidad, así como la remuneración económica, la Resolución 3190 de 2013 artículo 27, establece que no se efectuará por ese tiempo, debiéndose realizar la respectiva anotación en las observaciones de la planilla de registro y control de actividades de los internos.
Hizo referencia a las gestiones adelantadas por el establecimiento, a saber, brindar el acompañamiento permanente a la señora Castillo Navia y la atención que se le ha brindado para que se aumentara la flexibilidad de “cadena muscular posterior propiocepción”, se le ordena tobillera para brindar mejor estabilidad en proceso de marcha; así mismo informó que una vez revisada la historia clínica de la PPL en mención reposa las atenciones brindadas por el área de sanidad las cuales fueron adjuntadas al presente escrito. 

Afirmó que la accionante se encuentra desarrollando actividades laborales lúdicas, culturales y artísticas como el resto de las internas, no requiere ningún tipo de ayuda ni apoyo en la realización de tus actividades físicas, según certificación de la profesional fisioterapeuta tratante.  

Solicitó la desvinculación de la presente acción constitucional (Fls. 103-105).

Allegó los documentos que sustentan su respuesta (Fls. 106-133). 

3.4. DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC 
Frente a los hechos narrados, manifestó que no existe prueba al menos sumaria de auto o providencia en la que se pueda evidenciar lo descrito por la actora frente a su accidente como de índole laboral, toda vez actividad desarrollada por la misma es un derecho que se tiene por su condición de privada de libertad y por lo tanto, no puede tenerse como un contrato realidad del cual se debe derivar una remuneración económica y de esta manera se protejan los derechos que invoca y dejar la puerta abierta para para que el Estado deba reconocer la actividad de resocialización como un servicio pro el cual se deban pagar emolumentos

Mencionó que la redención es una actividad netamente dirigida a la rebaja de pena de conformidad con el artículo 103ª de la ley 65 de 1993. Así las cosas, solicitó que se declare la improcedencia de la acción constitucional por cuanto la actividad que ejerció la actora fue con la finalidad rebaja pena y no como contrato laboral (Fls.59 y 60).

3.5. UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS-USPEC

Consideró que de acuerdo a los Decretos 4150 y 4151 de 2011, la  redención de penas aplicadas a las personas privadas de la libertad corresponde al INPEC. Así como lo dispuesto en el Certificado de Redención Acuerdo 0011 de 1995, por medio del cual se expide el reglamento de régimen interno. 
Indicó que la asistencia en salud le corresponde prestarla al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, el cual está en la obligación de adoptar todas las medidas tendientes a velar por pronta prestación del servicio de salud a la población carcelaria, motivo por el cual, no es procedente la vinculación de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios-USPEC. 

Señaló la normatividad que establece la competencia para la prestación y seguimiento del servicio de salud a la población privada de la libertad en los establecimientos de reclusión del orden nacional. 

En ese orden de ideas, solicitó desvincular de la acción de tutela a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios-USPEC, toda vez qe en debida forma suscribió el contrato de fiducia de que trata la ley 1709 de 2014, con el fin de garantizar el derecho fundamental a la salud a la población privada de la libertad a cargo del INPEC y en cuanto al certificado de redención de pena le corresponde al director del establecimiento (Fls. 135-138). 
3.6. CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017 

Hizo referencia a lo siguiente: i) los antecedentes del contrato de fiducia mercantil No. 363 de 2015, ii) advirtió la falta de legitimación en la causa por pasiva fundamentado en el decreto 2591 de 1991 y iii) a la jurisprudencia constitucional para concluir que esa entidad no tiene competencia alguna frente a la prestación de los servicios médico-asistenciales.

Indicó el proceso de atención en salud de la población privada de la libertad, donde aclaró que ese Consorcio es un administrador de los recursos del patrimonio autónomo de conformidad con la ley mercantil y sus obligaciones contractuales se limitan a la contratación de los servicios y pagos de los mismos.  En tal virtud, consideró que existe una indebida vinculación del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL e imposibilidad jurídica frente al proceso de referencia y contrareferencia.  Por lo tanto, solicitó su desvinculación de la presente acción, y ordenar al centro penitenciario de RM Pereira para que informe cuales han sido las labores administrativas para la solicitud del interno (Fls. 143-147).
Allegó copia de las autorizaciones de los servicios médicos a la accionante y  de los contratos fiduciarios (Fls.148-169).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 10 de julio de 2018 el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, Risaralda, resolvió el amparo solicitado por la señora Yazmín Alina Castillo Navia, al considerar que ninguna de las entidades vinculadas a este trámite vulneraron derechos fundamentales a la accionante para lo cual analizó cada uno de los siguientes ítems para llegar a dicha conclusión: i) redención de pena y prisión domiciliaria/hospitalaria, ii) reconocimiento de horas dejadas de laborar para redención de pena y liquidación de febrero de 2018, iii) atención en salud y atención por parte de una ARL (Fls. 170- 176).
Las señora Castillo Navia fue notificada personalmente del contenido del fallo de tutela el 11 de julio de 2018 (Fls. 189).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 16 de julio de 2018, la actora, presentó las siguientes inconformidades  (Fls. 186-187):

1. Manifestó que el accidente que tuvo fue de carácter laboral, por tanto debió ser atendida por la Administradora de Riesgos Laborales.
2. La ley dispone que todos los trabajos realizados dentro de la reclusión deben contar con los mismos parámetros de una persona en libertad.

3. Puso de manifiesto el artículo 8 parágrafo 2 de la ley 1709 del 2014, y la Resolución 006349 del 19 de diciembre de 2016 en su artículo 161.
4. Dejó claro que al solicitar la atención ante el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad los aspectos administrativos son resorte exclusivo del INPEC. 
5. Indicó que a causa del accidente laboral sufrido busca obtener una redención para disminuir su tiempo de pena, habida cuenta que dicho accidente la dejó incapacitada y con secuelas secundarias que con el transcurrir del tiempo serán más notorias.  Así mismo, señaló que dentro del tiempo de recuperación ha sido su familia quien ha tenido que cubrir los costos que la Fiduprevisora no ha sufragado como es el suministro de muletas, medicamentos adicionales, sumado a haber perdido horas de redención que a la fecha no ha logrado una recuperación completa y no ha podido aspirar a un mejor descuento laboral para incrementar sus horas redimidas por su estado de salud. 
6. Pese a que tiene conocimiento de la existencia de otros mecanismos judiciales para reclamar sus derechos, no cuenta con los recursos ni con la disposición para efectuarlo, adicional a que a la fecha ha pagado más de la mitad de su condena, por lo cual se ha desmejorado su calidad de vida dentro de la prisión. 

7. Solicitó la intervención del ad quem a fin de lograr sus horas de rendición desde el 20 de febrero a 20 de abril de 2018, tiempo en que la reclusión la calificó incapacitada.
8. Pese a que ha recibió atención médica por parte de la Fiduprevisora, no le han dado un tratamiento adecuado, pues si bien la médica de la reclusión la remitió al ortopedista y al nutricionista pero a la fecha no ha llegado la autorización correspondiente, situación que le manifestó a la Directora de la reclusión.
9. Finalmente puso de presente que no han efectuado una investigación sobre lo sucedido, ni un peritaje sobre el lugar del accidente Se tienen como pruebas las allegadas en los folios 188-192. 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

6.2.  Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si la decisión tomada en primera instancia se ajustó a los lineamientos legales y jurisprudenciales para concluir que no había lugar a amparar los derechos fundamentales de la señora Yazmín Alina Castillo Navia o si por el contrario, le asiste la razón a la impugnante y en tal virtud, proceder conforme a sus pretensiones.

6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. En lo que tiene que ver con el derecho a la salud, éste tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008. Igualmente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado que el derecho a la salud de las personas que se encuentran privadas de la libertad adquiere tres ámbitos de protección: “i) el deber del Estado de brindar atención integral y oportuna a las necesidades médicas del interno, y ii) el deber del Estado de garantizar la integridad física del recluso al interior del establecimiento carcelario, y iii) el deber del Estado de garantizar unas adecuadas condiciones de higiene, seguridad, salubridad y alimentación, al interior del establecimiento carcelario.”  En tal sentido, la población reclusa merece un trato diferencial para lo cual las entidades competentes que fueron convocadas al presente trámite deben concurrir a ello por disposición legal y constitucional para que se les brinde un tratamiento médico a las patologías sufridas, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en su jurisprudencia: “Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel posible de bienestar físico, mental y social, que incluye, entre otros, la atención médica, psiquiátrica y odontológica adecuada; la disponibilidad permanente de personal médico idóneo e imparcial; el acceso a tratamiento y medicamentos apropiados y gratuitos; la implementación de programas de educación y promoción en salud, inmunización, prevención y tratamiento de enfermedades infecciosas, endémicas y de otra índole; y las medidas especiales para satisfacer las necesidades particulares de salud de las personas privadas de libertad pertenecientes a grupos vulnerables o de alto riesgo, tales como: las personas adultas mayores, las mujeres, los niños y las niñas, las personas con discapacidad, las personas portadoras del VIH-SIDA, tuberculosis, y las personas con enfermedades en fase terminal. El tratamiento deberá basarse en principios científicos y aplicar las mejores prácticas.”[8]  (Sentencia T-126/15)
6.5.  Ahora bien, en razón al tipo de controversia constitucional planteada en esta oportunidad por la accionante, la cual se derivó según con ocasión al trabajo penitenciario que estaba ejecutando en calidad de persona privada de la libertad, la Corte Constitucional en la Sentencia T- 756 de 2015 que: “es muy diferente la situación material y jurídica del trabajo en condiciones de libertad a la del trabajo penitenciario, pues en el segundo escenario existe un fin distinto, ya que se “busca esencialmente la resocialización del condenado para habilitarlo a que pueda convivir en un medio de libertad una vez cumpla la sanción que le ha sido impuesta, e igualmente de que pueda disminuir el tiempo de la pena”[11]. Por este motivo, existe un desarrollo constitucional y legal específico y especial que señala unos principios básicos y un régimen de protección integral del trabajo penitenciario, tanto así que el ordenamiento jurídico establece la forma en que las personas privadas de la libertad pueden acceder a dicha actividad, facultando al INPEC para ofrecer las plazas directamente o mediante convenios celebrados con persona públicas o privadas[12].
En este sentido, en el caso concreto se advierte que, por ejemplo, debido a la relación especial en la que el actor accedió al trabajo penitenciario[13], escapa a los medios de defensa judicial ordinarios verificar de manea principal y autónoma el derecho a la libertad inmerso en aquella actividad ocupacional, pues en todo caso en dicho vínculo obra la resocialización como fin fundamental de la pena y la redención de la condena, ya que el tratamiento penitenciario busca preparar al interno para su vida en libertad y se verifica “a través de la educación, la instrucción, el trabajo, la actividad cultural, recreativa y deportiva y las relaciones de familia”.
 
6.6.  DEL CASO EN CONCRETO 
6.6.1. En el caso sub examine, observa la Sala que la señora Yazmín Alina Castillo Navia acudió al juez constitucional en aras de que ordenara lo siguiente: i)  reconocer las horas de redención desde el momento en que ocurrió el accidente laboral y mientras dure la incapacidad; ii) gestionar de manera inmediata ante el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la viabilidad que se le conceda la prisión hospitalaria o domiciliaria, en atención a que el Centro de Reclusión no cuenta con los espacios adecuados para su atención diaria, quedando a la merced del cuidado de sus compañera y por cuanto considera que el hacinamiento pone en riesgo nuevamente su vida, frente a una pelea “que son normales” (sic), a un piso mojado, las muletas pueden ser usadas en su contra, sillas de ruedas en mal estado o ante cualquier situación que pueda padecer en ese centro y iii) copia de los documentos de registro del accidente.

6.6.2. Sea lo primero advertir que para saber si una persona condenada cumple con los requisitos exigidos para acceder a la redención de pena por trabajo, el Código Penitenciario y Carcelario específicamente señala lo pertinente, así:

“ARTICULO 82. REDENCION DE LA PENA POR TRABAJO. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad concederá la redención de pena por trabajo a los condenados a pena privativa de libertad.

A los detenidos y a los condenados se les abonará un día de reclusión por dos días de trabajo. Para estos efectos no se podrán computar más de ocho horas diarias de trabajo.

El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad constatará en cualquier momento, el trabajo, la educación y la enseñanza que se estén llevando a cabo en los centros de reclusión de su jurisdicción y lo pondrá en conocimiento del director respectivo”

 “ARTICULO 102. RECONOCIMIENTO DE LA REBAJA DE PENA. La rebaja de pena de que trata este título será de obligatorio reconocimiento de la autoridad respectiva, previo el lleno de los requisitos exigidos para el trámite de beneficios judiciales y administrativos.”
(…) Artículo 103A. Derecho a la redención. La redención de pena es un derecho que será exigible una vez la persona privada de la libertad cumpla los requisitos exigidos para acceder a ella. Todas las decisiones que afecten la redención de la pena, podrán controvertirse ante los Jueces competentes.”
Significa lo anterior, que está en cabeza del juez de ejecución de penas el deber de reconocer la redención a que los procesados tengan derecho por concepto de trabajo. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T- 286 de 2011  señaló que todas las personas privadas de la libertad tienen derecho a realizar trabajos o estudios dentro del penal en búsqueda de resocialización previo el cumplimiento de los requisitos establecidos para ello, de la siguiente manera:

 
“Ahora bien, teniendo en cuenta la finalidad del desarrollo de una labor en calidad de interno/na en un Centro Penitenciario, también es importante advertir que la razón principal que ocupa a la persona en diversas tareas, es la posibilidad que tiene de obtener una rebaja en la pena. Y en este contexto, le corresponderá al juez competente (Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad), determinar en casos específicos si hay lugar o no a la solicitud de reducción de la pena, previa certificación del director de la cárcel”

(…)  En definitiva, no es legítimo denegar las solicitudes elevadas por los internos/as, cuya situación jurídica es la de sindicado/da, bajo el argumento de que no son sujetos de tratamiento penitenciario, pues en ciertas circunstancias, como son (i) la disponibilidad y (ii) el permiso otorgado por el director del centro de reclusión para desarrollar una labor, en atención a la conducta del interno, gravedad del delito, entre otros aspectos, un procesado tiene la posibilidad de que se le otorgue la gracia de desarrollar un trabajo para obtener la redención de la pena a futuro; evento que tendrá que ser valorado por el juez competente, y una vez se reúnan los requisitos legales exigidos, para estudiar la solicitud de reducción de la pena por trabajo y/o estudio.
(...) En resumen, el tratamiento penitenciario está predominantemente dirigido a las personas que se encuentran condenadas a pagar una pena, sin embargo, el INPEC tiene el deber de brindar una atención integral a todos los internos sin importar la situación jurídica de quienes se encuentren en los centros de reclusión, en su calidad de sindicados/as o condenados/as”.
6.6.3. De las pruebas que obran dentro de la foliatura, no se advierte que la señora Castillo Navia hubiera elevado ante el Juzgado 4º de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad una solicitud tendiente a que le concediera la redención de la pena impuesta  en la que se tuviera en cuenta los días que estuvo incapacitada a raíz del accidente padecido en el centro carcelario momentos en que prestaba sus servicios en el área de lavandería.  Lo anterior, por cuanto el único escrito que la accionante dirigió al mencionado juzgado fue en el que requirió que le expidieran copias de unos documentos, de los que ese Despacho le dio a conocer a la peticionaria que eran de exclusividad del INPEC, según se  desprende de la respuesta ofrecida por el juez ejecutor a la demanda de tutela (Fls. 36-40).  Así las cosas, la accionante cuenta con otro medio judicial para pedir que sea estudiada la posibilidad de que le sea concedida o no la redención de penas por trabajo desarrollado en el centro carcelario.  Igualmente, corresponde al juez de ejecución de penas valorar si la accionante cumple los requisitos legales para que se le reconozca el sustituto de la prisión intramural por domiciliaria u hospitalaria, beneficios que se encuentran consagrados en los artículos 38 y 68 del Código Penal, respectivamente. De tal manera, que se insiste que la accionante deberá acudir a dichos medios ordinarios judiciales y administrativos por ser el escenario idóneo donde se resolverán lo pertinente a los subrogados penales y descuentos punitivos.
6.6.4. Ahora bien en lo que respecta a la solicitud de la actora tendiente a que se le reconozca como redención de la pena el período comprendido entre el 22 de febrero al 20 de abril de 2018, tiempo que estuvo incapacitada, así como su remuneración económica, esta Sala tampoco puede por vía de tutela acceder a tal pedimento, dado que  el artículo 27 de la Resolución 3190 de 2013 indica que cuando el interno durante el desempeño del trabajo penitenciario sea sujeto de un accidente o una enfermedad que le genere una incapacidad certificada por el médico del establecimiento carcelario o de la entidad prestadora de salud: (i) no se efectuará por ese tiempo, ii)  se pagará únicamente por el período de la incapacidad pero máximo por treinta días y (ii) que debe ser asumida, dependiendo de quien ofrezca la plaza de trabajo, por el INPEC de acuerdo con su disponibilidad presupuestal o por el contratista.  Dicha norma consagra lo siguiente: 
“En el evento en que un interno(a) durante el desempeño de un programa ocupacional (trabajo, estudio o enseñanza) en el horario estipulado, sea sujeto de accidente que genere incapacidad expedida mediante concepto escrito por el médico del Establecimiento o de la entidad prestadora de salud, para el caso de registro de horas, NO se efectuará por ese tiempo y se debe realizar la respectiva anotación en las observaciones de la planilla de registro y control de actividades de internos. 

En el caso en que la incapacidad no supere los treinta (30) días el interno(a) continuara en la actividad que desempeñaba previamente. Si la incapacidad supera los treinta (30) días el interno(a) debe ser valorado por el médico del Establecimiento quien mediante concepto determinará si puede continuar en la actividad ocupacional y lo remitirá a la Junta de Evaluación, Trabajo, Estudio y Enseñanza quien determinara la reubicación ocupacional del interno(a). 

El interno(a) que presente un accidente y sea incapacitado, por ningún motivo será reubicado inmediatamente de la actividad, se deben cumplir con lo estipulado anteriormente. Para el caso del reconocimiento del incentivo económico bonificación, este se pagara únicamente en el periodo de incapacidad (máximo treinta días) y de acuerdo a la disponibilidad presupuestal del INPEC.

 Cuando la actividad es por administración indirecta las incapacidades se manejaran de igual forma y el contratista asumirá la remuneración en los mismos términos estipulados”.  (Subrayas fuera del texto original)
6.6.5. De acuerdo a lo anterior,  la Sala concluye que las pretensiones de la accionante que versan sobre la redención de pena y sustitución de la medida de aseguramiento intramural por la detención domiciliaria, están relacionados con un procedimiento que sólo puede ser sometido al estudio del juez ejecutor, por lo que el de tutela no podrá emitir órdenes para impulsar dichos trámites y se decida que se acceda a lo reclamado en esta demanda de amparo, tal como lo reiteró la Corte Constitucional en la Sentencia T-603 de 2017 dispuso lo siguiente:

“(…) 5.3 En suma, cuando el interno ha cumplido con los requisitos exigidos por la ley para acceder a la redención de pena y lo solicite, le corresponde al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad determinar la viabilidad para reconocerla, contrario sensu, no existe justificación legal ni constitucional para que la autoridad judicial competente deniegue tal petición argumentando dificultades administrativas o de cualquier tipo, circunstancias que no son atribuibles al interno quien por derecho tiene la posibilidad de que se le otorgue la gracia de desarrollar una actividad para lograr la redención de la pena a futuro”.  (Subrayas nuestras)
Por lo tanto, la acción de tutela no constituye un mecanismo alternativo o paralelo para resolver problemas jurídicos que deben ser resueltos al interior del trámite ordinario y en tal sentido la Corte Constitucional en la Sentencia T-113 de 2013 consignó que: “la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo en la resolución de conflictos, por lo que no es dable la intromisión de la jurisdicción constitucional en la órbita propia de la justicia ordinaria sino cuando se presentan unas especialísimas circunstancias que hacen procedente el amparo”. 
6.6.6. Además, conforme con el artículo 86 de la Carta y el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, la naturaleza subsidiaria y residual de la acción de tutela circunscribe la procedencia del amparo a tres escenarios: (i) la parte interesada no dispone de otro medio judicial de defensa; (ii) existen otros medios de defensa judicial, pero son ineficaces para proteger derechos fundamentales en el caso particular, o (iii) para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.  Frente a esta última situación, la Sala tampoco advierte que en el presente trámite la accionante se encuentre frente a una situación urgente que necesite ser conjurada por vía constitucional de acuerdo a sus inquietudes, en el sentido de que no se le ha dado el tratamiento de salud adecuado que ha requerido y su reiterada inconformidad con las instalaciones del centro carcelario por no tener las condiciones ambientales y sanitaras, ni de estructura física del mismo y  exigiendo que no se  ha hecho una investigación sobre su caso cuando se cayó al pisar la tapa de la alcantarilla.  Lo anterior, si se tiene en cuenta que las entidades accionadas desde el 22 de febrero del año que avanza, le han brindado a la señor Castillo Navia la atención médica que ha requerido y le han contestado todas sus peticiones, tal como se desprende de los certificados de atención médica según la historia clínica del Hospital Universitario San Jorge de esta ciudad (Fls. 123 y 124), la férula de yeso que le realizaron a la misma (Fl. 123 vuelto), las hojas de control por consulta externa con formatos de la USPEC (Fls. 125-128), las autorizaciones médicas expedidas por el Consorcio Fondo Nacional de Salud PPL (Fls. 148-150) y las respuestas enviadas a la accionante de acuerdo a sus solicitudes, así: i) escrito 8300-DIRAT-2018EE0024421 del 6 de abril de 2018 emitido por la señora Reselín Martínez Rosales del INPEC (Fl. 22) y ii) oficio No.177 del 23 de marzo de 2018 del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad   de esta ciudad (Fl.40).  
6.6.7. Aparte de lo anterior, el centro de reclusión de mujeres de esta capital junto con el INPEC procedieron a tomar todas las medidas necesarias en aras de generar un especio cómodo para que la accionante pudiera permanecer en mejores condiciones en una celda llamada “sanidad”, lo que se observa en la constancia de la Comandante de Vigilancia, Alicia Dudfay Arizabaleta Ortiz, y de las fotografías tomas a dichas instalaciones (Fls. 120-122).  Así mismo, obra un informe suscrito por la Comandante de Vigilancia aludida, en la que reporta el estado de la alcantarilla en los últimos cinco años, sin que existieran antecedentes por hechos similares al expuesto por la señora Castillo Navia (Fls. 53-55).
Consecuente con lo analizado, esta Colegiatura concluye, tal como lo hizo el juzgado de primer  nivel, que el amparo invocado por la señora Castillo Navia no procede ante la existencia de otros mecanismos judiciales para la salvaguarda de los derechos reclamados y ante la ausencia de afectación a sus garantías constitucionales.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión emitida el 10 de julio de 2018 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira dentro de la tutela instaurada por el señora Yazmín Alina Castillo Navia en contra del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y otros. 
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Folios 88-91
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